
 

5.2 PROYECTO: PRINCIPIOS, REGLAS  Y BUENAS 
PRÁCTICAS  SOBRE LAS RELACIONES ENTRE LOS  
PODERES JUDICIALES Y LOS MEDIOS DE 
COMUNICACIÓN. 

 

DOCUMENTO DE SUSTENTACIÓN 
 
AUTOR: Grupo de trabajo relativo a la creación de unos principios, reglas y 

buenas prácticas para el reracionamiento de los Poderes Judiciales con los medios de 
comunicación.  

 
INTRODUCCIÓN 
  El presente proyecto viene a dar respuesta a la necesidad de elaboración de  
unos principios o directrices básicos sobre las relaciones entre los medios de  
comunicación y la justicia.  
 Se pretende crear una herramienta que funcione como complemento de las 
estrategias y acciones ya desplegadas por las respectivas instituciones en el área de 
la comunicación, procurando fortalecer y añadir valor a las capacidades ya existentes. 

Los principios y buenas prácticas objeto del presente proyecto, fueron 
elaborados por  representantes de los Poderes Judiciales,  sin perjuicio de lo cual se 
estimó conveniente establecer un diálogo con los representantes de los medios de 
comunicación que permitió a los  integrantes del grupo de trabajo  conocer otras 
opiniones y puntos de vista. Y de hecho, desde el inicio de las actividades estuvieron 
presentes y participaron activamente destacados representantes de instituciones 
vinculadas a la   prensa.  1 

Teniendo en cuenta los distintos ‘Productos’ de la Cumbre Judicial y otros 
documentos 2,  se redactó un  documento que contiene siete principios y doce buenas 
                                                 
1  En efecto, desde el inicio de las  actividades estuvieron presentes y participaron activamente:  Raúl Silesky, 
Presidente del Colegio de Periodistas y sub jefe de prensa  del Poder Legislativo de Costa Rica; Eduardo 
Uribarri, Ex Presidente de la Sociedad Interamericana de Prensa, Ex Director del periódico la Nación y 
Presidente del Instituto de  Prensa y libertad de expresión (IPLEX);  Luis Saenz, abogado, periodista, 
Director de la escuela de periodismo  de la Universidad Latina de Costa Rica,  y Alejandro Delgado, Asesor 
legal del Colegio del Periodistas de Costa Rica, Fiscal de IPLEX (Instituto de Prensa y Libertad de 
Expresión). Y fue consultado posteriormente ‘Chile Transparente’.  
2  - Protocolo de comunicación de la Justicia – Elaborado el 30 de junio del  2004 por la Comisión de 
Comunicación del Consejo General del Poder Judicial de  España. 



 

prácticas que procuran  identificar y sugerir  pautas muy generales sobre  la forma en 
la que deberían discurrir las relaciones de los integrantes de los Poderes Judiciales y 
Consejos con los medios de prensa.    

 

CONTEXTO 
II - Forma en la que la Cumbre Judicial iberoamericana ha abordado  la 

problemática de la comunicación, en las declaraciones adoptadas por la asamblea 
plenaria de presidentes.  

 
La Cumbre Judicial ha identificado y se ha ocupado en diversas ediciones de  la 

problemática relativa a la comunicación. 
 
II.a - Así, en la Declaración de Canarias se incluyó un apartado 3.8 dedicado a 

las relaciones entre los  medios de comunicación y el poder judicial.   
En el punto 3.8.2 se dice: Ante las nuevas y más exigentes demandas de tutela 

judicial efectiva que se dirigen a los órganos del Poder Judicial, es imprescindible 
asegurar que la Justicia ofrezca una imagen adecuada a las elevadas 
responsabilidades que ejerce y refuerce el prestigio entre la comunidad de los 
Tribunales de Justicia. 

 
II.b - Nuevamente en la Declaración de Cancún aparece la preocupación por 

comunicar, referida más específicamente a la necesidad de crear “cultura jurídica”, 
entendida como parte de la “cultura cívica” necesaria para que el ciudadano pueda 
gozar de un verdadero acceso a la justicia.  

Partiendo de esto último, los Presidentes efectuaron la siguiente afirmación:  
“…para enfrentar el desafío del acceso a la justicia se requiere una verdadera 
revolución en el campo de la educación y orientación jurídica para que las personas 
conozcan sus derechos y los mecanismos estatales a los que pueden recurrir para 
hacerlos valer eficazmente…”.  

Y manifestaron  su voluntad de emprender, entre otras, la siguiente acción:  “ 
Establecer una política de comunicaciones de los Poderes Judiciales, conforme a las 

                                                                                                                                                    
   - Protocolo para facilitar el acceso de la Prensa a los Tribunales de  Puerto Rico y el acceso a la 
información  obre los procesos judiciales. Elaborado en  junio del 2006 por la Oficina de Prensa y Relaciones 
con la Comunidad y el  Secretariado de la Conferencia Judicial del Tribunal Supremo de Puerto Rico. 
    - Proyecto de Eurosocial sobre estrategias de comunicación en el sector  Justicia (Borrador) 
 



 

leyes y de acuerdo con los siguientes parámetros:  Mayor apertura a la información 
relativa a la administración de justicia y manejo de recursos, con transparencia y 
facilidad de acceso. 

 Mejorar las relaciones con los medios de comunicación ofreciendo capacitación 
a los periodistas sobre la administración de justicia, dando información oportuna y 
veraz sobre los procesos y resoluciones  

 Contar con unidades de apoyo o soporte para la estrategia comunicacional del 
Poder Judicial, que mantengan una relación permanente e institucional con los 
referidos medios.” 

 
 II. c - La crucial Declaración de Copán-San Salvador hace suyas las acciones 

propuestas en la Declaración de Cancún relativas a la cultura judicial y en lo que 
respecta específicamente a las relaciones de los poderes judiciales con la prensa, se 
efectúan importantes reflexiones: 

Conscientes de la importancia de los sistemas judiciales y de los medios de 
comunicación para la consolidación de la democracia en la región;  

Reconociendo que la relación entre la prensa y el sistema judicial se 
manifiesta, casi universalmente, con niveles de tensión permanente, y que esta 
tensión, en la mayoría de los casos, no contribuye ni al afianzamiento del ejercicio de 
la libertad de prensa ni al fortalecimiento de los sistemas judiciales;  

Constatando que un sistema judicial y una prensa que sean independientes e 
imparciales, y rijan su actuación con niveles de profesionalidad y ética aceptables son 
imprescindibles  para el fortalecimiento de una sociedad democrática;  

Ciertos que vivimos en una sociedad de la información que ofrece una 
oportunidad extraordinaria de reposicionamiento de la actividad judicial y su 
adecuada valoración en el seno de las sociedades a las que sirve. 

Subrayando que mientras más diáfana sea la actividad de los tribunales, más 
clara será la  comprensión ciudadana de la importancia que tiene la Judicatura para la 
consecución de  los grandes valores sociales …”.  

Y se proponen concretas acciones: 
“ ...  Establecer y delimitar normas básicas que definan el tipo de información 

al que pueden tener acceso los profesionales de la información durante el desarrollo 
del proceso, en especial en la fase de investigación ....  

...  Crear mecanismos que estimulen encuentros entre jueces y periodistas de 
modo que se puedan generar oportunidades de debatir conjuntamente sobre las 
dificultades existentes en la relación del Poder Judicial y los medios de comunicación, 



 

descubriendo  maneras eficaces de enfrentarlas y eventualmente culminar en 
protocolos de buenas practicas.... 

 
II.d - De todo lo anterior se desprende la existencia de una preocupación 

continuada por parte de la Cumbre Judicial Iberoamericana por las áreas de 
comunicación e imagen, preocupación que en Copán San Salvador se especifica, entre 
otros, en el ámbito de las relaciones con los medios de prensa.  

 
II.e - Esa preocupación sin duda se halla vinculada a otra de nivel superior, cual 

es la de la  transparencia, la cual ha ocupado, fundamentalmente a partir también de 
Copán-San Salvador, un  lugar relevante entre las preocupaciones de los Presidentes. 

 
II.f - Asimismo, en el mes de julio de 2007 tuvo lugar en Santo Domingo una 

Conferencia  Hemisférica bajo el título: “Poder Judicial, Prensa e Impunidad”. Si bien 
esta conferencia tuvo  fundamentalmente por objeto tratar de las dificultades que en 
ocasiones encuentran los  comunicadores sociales para ejercer su labor, es un buen 
ejemplo y un magnífico precedente de  diálogo entre poderes judiciales y 
profesionales de la comunicación, mereciendo la pena en este  punto destacar la 
conclusión quinta alcanzada: “… promover foros y seminarios nacionales y regionales 
para integrantes de los medios de comunicación y de los poderes judiciales, con la 
intención de generar espacios de conocimiento recíproco, de entendimiento mutuo, y 
de diálogo sobre la cultura de la legalidad y el valor de la libertad de expresión, e 
impulsar campañas de educación pública sobre estos temas”. 

 
  - Partiendo de las Declaraciones anteriormente mencionadas, está claro que  

el proyecto se halla en perfecta sintonía con los lineamientos estratégicos que se han 
ido trazando a través de las declaraciones de las diversas Cumbres. 

 
(Continuación – Contexto) 
III   –  Forma en la que los diferentes ‘ Productos’ de la  cumbre judicial 

abordan la temática referida a la   comunicación.   
El tópico relativo al reracionamiento de los Poderes Judiciales con los medios 

de comunicación, puede ser abordado desde diversos ángulos, pues en torno al mismo 
se enfrentan a veces principios y/o intereses que corresponde ponderar, tales como: 
el principio de publicidad y el deber de reserva en ciertas situaciones;  el derecho a la 
información y el derecho a la intimidad;   la libertad de expresión de la prensa y de 



 

los propietarios de los medios y el derecho a  una información plural por parte de la 
población;  el tecnicismo del lenguaje jurídico y el derecho a la comprensión de las 
decisiones por el justiciable;  el interés de los medios en brindar información  
inmediata e impactante y la preocupación de lo jueces de hacer valer el principio de 
presunción de inocencia, de no prejuzgar y resolver con independencia. Y los diversos 
Productos de la Cumbre Judicial, han tratado la temática desde su óptica.  

 
III.a - Estatuto del Juez Iberoamericano 
El art. 3 del Estatuto del Juez Iberoamericano relativo a la Independencia 

judicial y los medios de comunicación prevé que:  
“La utilización de los medios de comunicación social con el objeto de suplantar 

funciones jurisdiccionales, imponer o influir el contenido de las resoluciones 
judiciales, en condiciones que excedan el legítimo derecho a la libertad de expresión e 
información, se considera lesiva para la independencia judicial”. 

 
III.b – Carta de Derechos de las Personas Ante La Justicia 
Por su parte, la Carta de Derechos de las personas ante la Justicia recoge una 

serie de principios vinculados con el tema. 
En efecto, bajo el  título de “Una justicia moderna y accesible a todas las  

personas.  Una justicia transparente”, establece que: 
“…  . - Todas las personas tienen derecho a recibir información general y 

actualizada sobre el funcionamiento de los juzgados y tribunales y sobre las 
características y requisitos genéricos de  los distintos procedimientos judiciales. 

Se impulsará la creación y dotación material de Oficinas de Atención e 
Información,  asegurando su implantación en todo el territorio nacional. 

La información sobre los horarios de atención al público se situará en un lugar 
claramente visible en las sedes de los órganos jurisdiccionales. 

 Todas las personas tienen derecho a recibir información transparente sobre 
el estado, la actividad y los asuntos tramitados y pendientes de todos los órganos 
jurisdiccionales si así lo solicitan.  

Los Poderes Judiciales canalizarán esta información para facilitar su consulta 
en el marco de un plan de transparencia. 

Todas las personas tienen derecho a conocer el contenido actualizado de las 
leyes de su  Estado y de la normativa internacional mediante un sistema electrónico 
de datos fácilmente  accesible. 



 

 Todas las personas tienen derecho a conocer el contenido y estado de los 
procesos en los que tenga interés legítimo de acuerdo con lo dispuesto en las leyes 
procesales. Los interesados tendrán acceso a los documentos, libros, archivos y 
registros judiciales que no tengan carácter reservado. Las autoridades y funcionarios 
expondrán por escrito a las personas que lo soliciten los motivos por los que se 
deniega el acceso a una información de carácter procesal. 

Y abordando la cuestión de la comprensión de las decisiones judiciales la Carta 
de Derechos  prevé que: 

 Todas las personas tienen derecho a que los actos de comunicación contengan 
términos sencillos y comprensibles, evitándose el uso de elementos intimidatorios 
innecesarios. 

 Todas las personas tienen derecho a que en las vistas y comparecencias se 
utilice un lenguaje que, respetando las exigencias técnicas necesarias, resulte 
comprensible para todos los  que no sean especialistas en derecho. 

Los Jueces y Magistrados que dirijan los actos procesales velarán por la 
salvaguardia de este derecho. 

 Todas las personas tienen derecho a que las sentencias y demás resoluciones 
judiciales se redacten de tal forma que sean comprensibles por sus destinatarios, 
empleando una sintaxis y estructura sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico. Se 
deberá facilitar especialmente el ejercicio de estos derechos en aquellos 
procedimientos  en los que no sea obligatoria la intervención de abogado....”. 

Y bajo el título: “Una justicia que protege a los más débiles” la Carta de 
Derechos  establece que:   

“… La persona que sea víctima tiene derecho a que su comparecencia personal 
ante un Juzgado o Tribunal tenga lugar de forma adecuada a su dignidad y 
preservando su intimidad y propia imagen. 

  La persona que sea víctima tiene derecho a ser protegida frente a la 
publicidad no deseada sobre su vida privada en toda clase de actuaciones judiciales. 
Los Jueces y Magistrados velarán por el adecuado ejercicio de este derecho. … 

 El niño o el adolescente tiene derecho a que las autoridades y funcionarios 
judiciales  guarden la debida reserva sobre las actuaciones relacionadas con ellos, que 
en todo caso deberán practicarse de manera que se preserve su intimidad y el 
derecho a su propia        imagen. ...”. 

 
III.c   Código de Ética Judicial Iberoamericano. 



 

-  El referido documento axiológico, también recoge una serie de principios  
que se encuentran vinculadas con  la temática de la comunicación. 

“ART. 18.- La obligación de motivar las decisiones se orienta a asegurar la 
legitimidad del juez, el buen funcionamiento de un sistema de impugnaciones 
procesales, el adecuado control del poder del que los jueces son titulares y, en último 
término, la justicia de las resoluciones judiciales. … 

ART. 27.- Las motivaciones deben estar expresadas en un estilo claro y 
preciso, sin recurrir a tecnicismos innecesarios y con la concisión que sea compatible 
con la completa comprensión de las razones expuestas.  … 

ART. 50.- El juez debe brindar las explicaciones y aclaraciones que le sean 
pedidas, en la medida en que sean procedentes y oportunas y no supongan la 
vulneración de alguna norma                  jurídica. … 

ART. 52.- El juez debe mostrar una actitud tolerante y respetuosa hacia las 
críticas  dirigidas a sus decisiones y comportamientos. … 

ART. 59.- El juez debe comportarse, en relación con los medios de 
comunicación social, de manera equitativa y prudente, y cuidar especialmente de que 
no resulten perjudicados los derechos e intereses legítimos de las partes y de los 
abogados. 

 ART. 60.- El juez debe evitar comportamientos o actitudes que puedan 
entenderse como búsqueda injustificada o desmesurada de reconocimiento social. … 

ART. 62.- Los jueces tienen obligación de guardar absoluta reserva y secreto 
profesional en relación con las causas en trámite y con los hechos o datos conocidos 
en el ejercicio de su función o con ocasión de ésta. … 

ART. 66.- El deber de reserva y secreto profesional que pesa sobre el juez se 
extiende no sólo a los medios de información institucionalizados, sino también al 
ámbito estrictamente privado. 

ART. 67.- El deber de reserva y secreto profesional corresponde tanto al 
procedimiento de las causas como a las decisiones adoptadas en las  mismas. ...”. 

 
III.d - Reglas de Brasilia  sobre Acceso a la Justicia  por las personas en 

condición de vulnerabilidad 
Las Reglas de Brasilia, desde su óptica, encararan la temática de la 

comunicación, poniendo énfasis en la protección de la intimidad y la imagen de las 
personas en situación de vulnerabilidad; procurando que estas personas obtengan 
información fidedigna sobre las actuaciones judiciales en las que se encuentran 
involucradas, etc. 



 

 
Algunas de las Reglas vinculadas con la temática disponen:   
“ … Información procesal o jurisdiccional  
(51) Se promoverán las condiciones destinadas a garantizar que la persona en 

condición de vulnerabilidad sea debidamente informada sobre los aspectos  
relevantes de su intervención en el proceso judicial, en forma adaptada a las  
circunstancias determinantes de su vulnerabilidad. 

 Contenido de la información  
(52) Cuando la persona vulnerable participe en una actuación judicial, en 

cualquier condición, será informada sobre los siguientes extremos:  
• La naturaleza de la actuación judicial en la que va a participar 
• Su papel dentro de dicha actuación 
• El tipo de apoyo que puede recibir en relación con la concreta actuación,  así 

como la información de qué organismo o institución puede prestarlo  
(53) Cuando sea parte en el proceso, o pueda llegar a serlo, tendrá derecho a 

recibir aquella información que resulte pertinente para la protección de sus intereses. 
Dicha información deberá incluir al menos:   

• El tipo de apoyo o asistencia que puede recibir en el marco de las actuaciones 
judiciales 

• Los derechos que puede ejercitar en el seno del proceso 
• La forma y condiciones en las que puede acceder a asesoramiento jurídico o a 

la asistencia técnico-jurídica gratuita en los casos en los que esta posibilidad sea 
contemplada por el ordenamiento existente  

• El tipo de servicios u organizaciones a las que puede dirigirse para recibir 
apoyo 

- Tiempo de la información 
(54) Se deberá prestar la información desde el inicio del proceso y durante 

toda  su tramitación, incluso desde el primer contacto con las autoridades policiales  
cuando se trate de un procedimiento penal.  

- Forma o medios para el suministro de la información 
(55) La información se prestará de acuerdo a las circunstancias determinantes 

de la condición de vulnerabilidad, y de manera tal que se garantice que llegue a  
conocimiento de la persona destinataria. Se resalta la utilidad de crear o desarrollar 
oficinas de información u otras entidades creadas al efecto. 



 

Asimismo resultan destacables las ventajas derivadas de la utilización de las 
nuevas tecnologías para posibilitar la adaptación a la concreta situación de 
vulnerabilidad. 

- Disposiciones específicas relativas a la víctima 
(56) Se promoverá que las víctimas reciban información sobre los siguientes 

elementos del proceso jurisdiccional: 
• Posibilidades de obtener la reparación del daño sufrido 
• Lugar y modo en que pueden presentar una denuncia o escrito en el que 

ejercite una acción 
• Curso dado a su denuncia o escrito 
• Fases relevantes del desarrollo del proceso 
• Resoluciones que dicte el órgano judicial 
(57) Cuando exista riesgo para los bienes jurídicos de la víctima, se procurará 

informarle de todas las decisiones judiciales que puedan afectar a su seguridad  y, en 
todo caso, de aquéllas que se refieran a la puesta en libertad de la persona inculpada 
o condenada, especialmente en los supuestos de violencia  intrafamiliar. 

- Comprensión de actuaciones judiciales 
(58) Se adoptarán las medidas necesarias para reducir las dificultades de 

comunicación que afecten a la comprensión del acto judicial en el que participe una 
persona en condición de vulnerabilidad, garantizando que ésta pueda comprender su 
alcance y significado. …  

- Contenido de las resoluciones judiciales 
(60) En las resoluciones judiciales se emplearán términos y construcciones 

sintácticas sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico. 
- Comprensión de actuaciones orales  
(61) Se fomentarán los mecanismos necesarios para que la persona en condición 

de vulnerabilidad comprenda los juicios, vistas, comparecencias y otras actuaciones 
judiciales orales en las que participe …  

- Información sobre la comparecencia 
(63) Con carácter previo al acto judicial, se procurará proporcionar a la 

persona en condición de vulnerabilidad información directamente relacionada con la 
forma de celebración y contenido de la comparecencia, ya sea sobre la descripción de 
la sala y de las personas que van a participar, ya sea destinada a la familiarización con 
los términos y conceptos legales, así como otros datos  relevantes al efecto. ..  

- Protección de la intimidad 
- Reserva de las actuaciones judiciales 



 

(80) Cuando el respeto de los derechos de la persona en condición de  
vulnerabilidad lo aconseje, podrá plantearse la posibilidad de que las actuaciones 
jurisdiccionales orales y escritas no sean públicas, de tal manera que solamente 
puedan acceder a su contenido las personas involucradas. 

- Imagen 
(81) Puede resultar conveniente la prohibición de la toma y difusión de  

imágenes, ya sea en fotografía o en vídeo, en aquellos supuestos en los que  pueda 
afectar de forma grave a la dignidad, a la situación emocional o a la seguridad de la 
persona en condición de vulnerabilidad. 

(82) En todo caso, no debe estar permitida la toma y difusión de imágenes en 
relación con los niños, niñas y adolescentes, por cuanto afecta de forma decisiva a su 
desarrollo como persona. 

- Protección de datos personales 
(83) En las situaciones de especial vulnerabilidad, se velará para evitar toda 

publicidad no deseada de los datos de carácter personal de los sujetos en condición 
de vulnerabilidad. 

(84) Se prestará una especial atención en aquellos supuestos en los cuales los 
datos se encuentran en soporte digital o en otros soportes que permitan su 
tratamiento automatizado. …” 

 
III.e - Reglas Mínimas Sobre Seguridad Jurídica en el Ámbito 

Iberoamericano.  
Este documento también aborda  varios de los distintos tópicos vinculados con 

la temática de la comunicación. 
“ … 2.4. Conspiran contra la seguridad jurídica los excesos mediáticos  que 

derivan a veces en juicios paralelos, creando confusión en la ciudadanía al generar 
expectativas que pueden resultar infundadas, vulnerando, asimismo, la presunción de 
inocencia  … 

… 4.1. Reiteramos la obligación de motivar las decisiones –esto es  expresar de 
manera ordenada y clara, razones jurídicamente válidas que sustenten la decisión- ya 
exigida en el Código Modelo Iberoamericano de Ética Judicial (art.18) así como la 
conveniencia de dictar las sentencias en términos inteligibles para sus destinatarios. 
…  

… 4.3. En esta línea también se recomienda la publicidad de las decisiones 
judiciales y la mayor apertura al debate crítico, como signo de fortalecimiento de la 
democracia.  



 

Es menester superar la creencia acerca de la bondad del silencio sobre las 
decisiones de los jueces. A estos efectos se debería organizar en cada país un 
mecanismo institucional para ofrecer información veraz y fidedigna de las decisiones 
judiciales con mayor relevancia social. Lo cual no impide ni obliga al juez, 
individualmente considerado, participar en debates públicos celebrados en ámbitos 
adecuados, sobre el contenido de sus sentencias una vez adoptadas, teniendo 
especialmente en cuenta su deber de imparcialidad. 

La publicidad y el debate de las decisiones judiciales, sea en círculos 
académicos o en otros ámbitos públicos, no pueden verse como atentado contra la 
autoridad o independencia judicial, sino que favorecen la seguridad jurídica en la 
medida que revitalizan la democracia y constituyen la forma de control social del 
Poder Judicial y del conjunto de las instituciones de gobierno …” 

 

IV - OBJETIVOS DEL PROYECTO 
 
IV.a - Este proyecto   tiene como objetivo general  contribuir desde la 

perspectiva de la transparencia a la mejora de la imagen de la justicia en la  región 
iberoamericana, así como a facilitar las relaciones de las instituciones del sector con 
los  medios de comunicación. 

 
IV.b - El objetivo específico del proyecto radica en la elaboración unos  

principios,   y buenas prácticas,  que establezcan las pautas entorno a las cuales 
deberían discurrir las relaciones entre la Justicia y los medios de comunicación en el 
marco de un estado democrático de derecho. 

 
V – PRESENTACIÓN DEL PROYECTO 
 
V.1 – Aspectos generales  (Justificación e ideas básicas sobre el 

proyecto) 
 
V.1.a - En los últimos tiempos el interés por todo lo relativo a la imagen de los 

Poderes Judiciales iberoamericanos y su comunicación con la ciudadanía se ha venido 
incrementando. 

 



 

V.1.b - En general existe la idea de que la justicia es todavía algo que el 
ciudadano percibe como  complejo y alejado. Junto a las dificultades de un lenguaje 
especializado y de las formas y  formalidades que rigen los procedimientos, la justicia 
se halla envuelta, a los ojos de la sociedad, de un cierto halo de desconfianza. 

 
V.1.c - Es verdad que en algunos países la situación ha mejorado 

considerablemente en los últimos años, y que se han hecho esfuerzos importantes en 
sede de transparencia y de comunicación, pero no lo es menos que la percepción 
general dista de ser positiva a juzgar por los datos arrojados por  los principales 
indicadores que se manejan en la región.3 

 
V.1.d - A la anterior problemática se une la de las relaciones con los medios de 

comunicación.  Ciertamente la existencia de intereses muy dispares es potencialmente 
una fuente de conflictos y desencuentros que finalmente acaban impactando en la 
sociedad como destinataria de la información, y que normalmente no favorecen a la 
imagen de los Poderes Judiciales y de las instituciones del sector. 

 
 V.1.e - Sin duda mejorar la imagen de la justicia es una tarea compleja que no 

puede ser abordada desde un solo frente y que precisa de actuaciones en diversos 
ámbitos: transparencia, lucha contra la corrupción, simplificación de las formalidades, 
reducción de los tiempos de respuesta, etc. Pero junto a todas estas actuaciones, qué 
duda cabe de que, al igual que sucede con cualquier otra institución, se precisa de una 
estrategia de la que deriven políticas concretas y proactivas de imagen y 
comunicación. 

 
V.1.f - Esas políticas deben ser las propias de una institución pública en el 

marco de un estado democrático de derecho, y deben estar basadas en la calidad, la 
transparencia y la objetividad, con plena observancia de los límites impuestos por el 
respeto a los derechos fundamentales, la independencia y la eficacia de la labor 
jurisdiccional. 

 
V.1.g –  La Justicia debe encarar una amplia reingeniería de su estrategia 

comunicacional, con el propósito de difundir más eficientemente su labor. Asimismo, 

                                                 
3 Ver  los “informes latinobarómetro” de los últimos años (http://www.latinobarometro.org/) 
  



 

debe difundir las informaciones que reclama la ciudadanía de modo sencillo y 
comprensible, a efectos de cumplir cabalmente con las exigencias que en tal sentido 
establecen las constituciones y leyes. Para lograrlo, deben emprender dos tareas 
básicas. En primer termino, deben impulsar a nivel interno la máxima transparencia y 
rigor en la gestión de sus magistrados. En segundo lugar, deben encabezar una política 
activa de apertura y difusión de sus tareas, para dar a conocer su actividad y suplir 
las actuales deficiencias que sufre en su relación comunicativa con la  sociedad. 4 

 
V.1.h - Si bien los magistrados no son actores políticos que deben buscar el 

favor de los ciudadanos con sus intervenciones, no deben olvidar ni obviar que la 
democracia, como forma de gobierno supone que la población tiene derecho a recibir 
información, a conocer y a ejercer control sobre la forma en que ejercen sus 
funciones las personas que ocupan cargos públicos, entre otros,  en los órganos de los 
Poderes de Gobierno (Legislativo, Ejecutivo y Judicial).  Por ello es beneficioso que 
los magistrados tengan canales abiertos con la ciudadanía para exponer de manera 
clara –y hasta diríamos pedagógica- sus resoluciones judiciales, a fin de contribuir a la 
mejor comprensión de la función jurisdiccional y al incremento de la credibilidad de la 
institución.  De esta forma se promoverá la legitimación del ejercicio de su 
magistratura, acorde a lo que es razonable esperar de una administración de la 
justicia en una sociedad democrática.5  

 
V.1.i - La prensa constituye un canal privilegiado y conducente para este fin, 

justamente por el carácter masivo y simultáneo de las comunicaciones que se realizan 
a través de estos medios.   El diálogo con los medios de comunicación y por su 
intermedio con los ciudadanos es considerado, en el marco de la consulta referida, 
como una oportunidad de hacer conocer a la opinión pública la problemática que aqueja 
al Poder Judicial, así como sus méritos. 6 

 
V.1.j - Este proyecto aprobado en la Primer Reunión Preparatoria de la XV 

Cumbre (celebrada en Lima en el mes de Octubre del 2008) trata de dar respuesta a 
una parte de las  inquietudes  referidas precedentemente, procurando contribuir 
desde la perspectiva de la transparencia a la mejora de la imagen de la justicia en la  

                                                 
4 Hacer y Comunicar Justicia en la Democracia – Manual de Orientación para Jueces sobre el Derecho de 
Acceso a la Información Judicial – Paraguay – págs. 41/42 
5 Op. cit. p. 73. 
6 Libro en Homenaje al Centenario de la Suprema Corte de Justicia del Uruguay, p. 334.  



 

región iberoamericana, así como a facilitar las relaciones de las instituciones del 
sector con los  medios de comunicación. 

 
V.1.k -  A tales efectos, se elaboraron  siete principios y doce buenas prácticas 

que establecen   pautas generales en torno a las cuales deberían discurrir las 
relaciones entre la Justicia y los medios de comunicación en el marco de un Estado 
Democrático de Derecho, concretando así los lineamientos estratégicos que se han 
venido fijando en distintos documentos de la Cumbre Judicial Iberoamericana. 
 

V.2 – Entregables del proyecto 
Documento de Principios y Buenas Prácticas  sobre las relaciones de los 

Poderes Judiciales con los medios de comunicación.  
 

V.3 – Contenido del proyecto.  
El documento consta de un preámbulo,  siete principios y doce buenas 

prácticas.  
 
VI  - Resultados    
Los Poderes Judiciales Iberoamericanos   disponen de un instrumento que 

contribuye de manera eficaz a facilitar las relaciones  con los medios de 
comunicación, así  como a proporcionar a la sociedad vías de información oportuna, 
verificable, inteligible, relevante  e integral, en el marco de las libertades de opinión, 
información, y expresión, atendiendo a los  límites legales necesarios para garantizar 
la independencia y la eficacia de la labor jurisdiccional,  así como los derechos 
fundamentales de las personas. 

 
VII – Conclusiones y valoración del grupo de trabajo 
El grupo de trabajo está satisfecho con la tarea que se ha realizado.  En 

especial destaca que los principios, reglas y buenas prácticas objeto del presente 
proyecto, se elaboraron  con pleno respeto a las particularidades de cada país, y como 
complemento de las estrategias y acciones desplegadas desde las respectivas 
instituciones, por lo que ella no hará más que añadir valor y fortalecer las capacidades 
de comunicación de los Poderes Judiciales y Consejos. 

 
VIII – Propuestas de cara al futuro – Compromisos y seguimiento 



 

Tal como se anuncia en el preámbulo del documento, si bien  el mismo se ha 
avocado a la configuración de unos principios y reglas básicas, debe tenerse presente 
que las tareas de comunicación no pueden ser abordadas desde un solo frente, 
precisando de actuaciones en diversos ámbitos y necesitando de la intervención de 
otros participantes, entre los que se destaca nítidamente a la sociedad en su 
conjunto. En este sentido, se estima conveniente sugerir la implantación de planes de 
comunicación, una organización que haga posible la elaboración y seguimiento de 
dichos planes, y la fijación de indicadores que permitan evaluar el cumplimiento de lo 
propuesto. 
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 PROYECTO  
 

PRINCIPIOS, REGLAS  Y BUENAS PRÁCTICAS  SOBRE LAS RELACIONES 
ENTRE LOS  PODERES JUDICIALES Y LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN. 

 

Preámbulo 
El objetivo específico del presente documento es la elaboración de reglas 

básicas y recomendaciones que establezcan las pautas en torno a las cuales deben 
discurrir las relaciones entre la Justicia y los medios de comunicación en el marco de 
un Estado Democrático de Derecho, concretando así los lineamientos estratégicos que 
se han venido fijando en distintos documentos de la Cumbre Judicial Iberoamericana. 

   El desarrollo de esta herramienta común se hace con pleno respeto a las 
particularidades de cada país, y como complemento de las estrategias y acciones 
desplegadas desde las respectivas instituciones, por lo que ella no hará más que 
añadir valor y fortalecer las capacidades de comunicación de los Poderes Judiciales y 
Consejos. 

   Si bien el presente documento se ha avocado a la configuración de estas 
reglas básicas, debe tenerse presente que las tareas de comunicación no pueden ser 
abordadas desde un solo frente, precisando de actuaciones en diversos ámbitos y 
necesitando de la intervención de otros participantes, entre los que se destaca 
nítidamente a la sociedad en su conjunto. En este sentido, se estima conveniente 
sugerir la implantación de planes de comunicación, una organización que haga posible la 
elaboración y seguimiento de dichos planes, y la fijación de indicadores que permitan 
evaluar el cumplimiento de lo propuesto. 

   Estas actuaciones deben ser las propias de instituciones públicas en el marco 
de un Estado Democrático de Derecho, y estar basadas en la calidad, la 
transparencia, la objetividad, el pleno respeto de los derechos fundamentales, la 
independencia judicial y la eficacia de la labor jurisdiccional e institucional 

 
PRINCIPIOS BASICOS 
 
1. Legitimación social y comunicación. 
El derecho a la información  impone a todos los poderes públicos  la necesidad 

de mantener canales permanentes de comunicación con la sociedad. A fin de 
fortalecer la, confianza y sentido de pertenencia de la ciudadanía, los planes 



 

institucionales deberán incorporar políticas de comunicación que integren la atención 
al ciudadano,  y el trabajo con los medios de comunicación.  

 
2. Transparencia.  
Las instituciones que integran la Cumbre Judicial Iberoamericana consideran la 

transparencia como un valor fundamental y se comprometen a  informar sobre  sus   
actividades,  con el único límite  que les fije el ordenamiento jurídico respectivo. 

En el ámbito jurisdiccional  la transparencia exige el establecimiento de 
mecanismos  de acceso en tiempo razonable a una información completa, 
comprensible, veraz, objetiva  y con especial atención a la protección de los derechos 
al honor y la intimidad de las personas así como los datos de carácter personales 
establecidos en las leyes 

 
3 – Igualdad de trato a los medios de comunicación.  
En su relación con los medios de comunicación social, los integrantes de los 

Poderes Judiciales y Consejos deben darles un trato equitativo, sin establecer 
distingos por razones tecnológicas, orientación política u otras.  

 
4 – Mejora de la comunicación judicial. 
Reconociendo la importancia de la comunicación social se entiende 

imprescindible diseñar e implementar políticas de comunicación proactivas, que 
tiendan a explicar claramente el contenido de la función jurisdiccional, su carácter de 
garantía de los derechos, sus procedimientos y conceptos, así como toda información 
útil, necesaria y relevante sobre la actividad judicial.  

En esta línea, los sistemas de justicia promoverán la capacitación de su 
personal para el desarrollo de una labor pedagógica respecto del trabajo judicial  y 
procurarán ofrecer capacitación jurídica a los integrantes de los medios de 
comunicación.  

 
5 – Trato respetuoso 
Las autoridades judiciales y los representantes de los medios de comunicación, 

en el ejercicio de sus respectivas funciones, se deben recíprocamente un trato 
respetuoso.  

 
6 -  Acceso a la información, protección de los derechos de las personas y 

respeto por la independencia judicial.  



 

En su política de comunicación el sistema judicial deberá asegurar la  libertad 
de información pero, a la vez, cuidar especialmente que no resulten perjudicados 
derechos e intereses legítimos de las personas, los abogados y la sociedad en su 
conjunto, ni se vea afectada la independencia judicial. 

Los medios de comunicación tienen derecho a solicitar información sobre 
cualquier aspecto concerniente al sistema de justicia y éste debe facilitársela 
siempre que no existan obstáculos de orden constitucional o legal.  

De este principio se derivan reglas específicas: 
 
6.1 – Una vez que los jueces dictan sus decisiones y las firman, son públicas,  

por lo que se establecerán mecanismos para que, después de que hayan sido puestas a   
disposición de las partes, se facilite  su acceso  a los medios de comunicación.    

 
6.2 – Salvo situaciones excepcionales establecidas en los respectivos 

ordenamientos jurídicos, los representantes de los medios pueden tener acceso a 
todos los  actos del proceso que sean públicos.  

 
6.3 - Las   excepciones al principio de libertad de información deberán estar 

previstas por ley,   destinadas a la protección de los derechos fundamentales de las 
personas establecidos en instrumentos nacionales o internacionales de derechos 
humanos. Se prestará especia atención  a s derechos de las personas en situación de 
vulnerabilidad. 

 
6.4 – Todas las restricciones  adoptadas conforme a lo previsto en el apartado 

anterior deberán ser proporcionales al interés que lo justifica, debiendo siempre 
optarse por  aquella  que restrinja en menor medida el acceso a la información 
judicial.  

 
6.5  -  En los procesos penales habrá de tomarse en cuenta las siguientes 

pautas: 
 
6.5.1 - La fase de investigación o instrucción criminal se rige por la reserva.  
En aquellos procesos que hayan adquirido trascendencia pública se podrá 

facilitar información a los  periodistas para la precisión o rectificación sobre actos  
procesales concretos siempre y cuando con ello no se comprometa el éxito de la 
investigación y el derecho al debido proceso.  



 

 
 6.5.2 – Se establecerá un protocolo para facilitar el acceso de los medios al 

juicio, y a la sentencia. 
 
 7 – Los jueces deben exponer las razones que justifican sus  decisiones 

jurisdiccionales y esta motivación deberá ser expresada de modo claro, preciso y 
completo.  

 La fundamentación de las decisiones judiciales constituye una garantía del 
correcto ejercicio del poder conferido a las instituciones judiciales y será expuesta 
en términos comprensibles  y concisos, sin recurrir a tecnicismos innecesarios.  

Las decisiones de índole administrativa deberán ser fundadas en la misma 
forma.  

Además,  a fin de que la decisión sea comprendida por la ciudadanía, los jueces, 
voceros o personas designadas al efecto, procurarán aportar a los medios de 
comunicación las explicaciones que les sean requeridas, en cuanto resulten necesarias, 
procedentes y no supongan la vulneración  de alguna norma jurídica.  

 
BUENAS PRÁCTICAS 
 Entre otras, se recomiendan como buenas prácticas las siguientes: 
 
1 - Recopilar y seleccionar las resoluciones judiciales consideradas de interés y 

facilitar su acceso a  los medios de  comunicación, incluyendo su publicación vía 
internet.  

 
2 - Establecer una base de datos  que permita acceder a las resoluciones 

judiciales o administrativas con los mecanismos necesarios para la debida protección 
de los datos personales.  

 
3 - Facilitar  a los medios de comunicación la posibilidad de  conocer  la 

convocatoria de los actos judiciales de acceso público.  
 
4 - Establecer protocolos para la asistencia de los periodistas a las distintas 

actividades judiciales. 
 
5 – Comunicar las  actividades judiciales que se  consideren relevantes. 
 



 

6 - Organizar cursos de capacitación dirigidos a jueces y comunicadores 
judiciales, a fin de brindarles herramientas que les permitan relacionarse en forma 
adecuada con los medios de comunicación. 

 
7 - Organizar cursos de capacitación dirigidos a periodistas con el fin de 

transmitirles conceptos jurídicos relevantes y mantenerlos actualizados.  
 

  8 - Promover espacios de encuentro con periodistas que permitan intercambiar 
opiniones, experiencias, generar mayor conocimiento de las actividades recíprocas y 
fomentar relaciones de confianza y respeto entre ambos. 
 
 9 - Elaborar un procedimiento claro  para que los medios de comunicación 
formulen solicitudes de información  que deben ser respondidos en un plazo 
razonable.  
 
 10 – Establecer vocerías, gabinetes o medios de comunicación en cada país, 
para desarrollar las políticas de información de los sistemas judiciales dirigidas a la 
ciudadanía y a los medios de comunicación. A tal efecto, estas entidades deberán 
contar con recursos humanos capacitados y con recursos presupuestales, que 
garanticen la estabilidad de las políticas de comunicación  a mediano y largo plazo.  
 
 11 – El personal adscrito a esta función debe contar con conocimientos 
especializados, incluyendo planificación  estratégica y uso de tecnologías de la 
información y comunicación. En especial deberá integrar no sólo  abogados sino 
también periodistas, sociólogos, estadísticos, informáticos, relacionistas públicos y 
otros especialistas en manejo de información y comunicación social  
 

Este manual de buenas prácticas responde a la finalidad de promover que 
tanto los órganos jurisdiccionales como los medios de prensa realicen su actividad 
teniendo como objetivo el respeto por los derechos fundamentales de las 
personas.  
 


